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PETICIÓN 375-07
ADMISIBILIDAD
SPENCER FRIEND MONTEHERMOSO Y OTROS
GUATEMALA
16 de julio de 2013
I.
RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió el 13 de marzo de 2007 una petición presentada por el Centro de Derechos Humanos de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador; la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos (INREDH) y Valentina Tatiana Friend Montehermoso (en adelante los “peticionarios”), en representación de Spencer Friend Montehermoso, Hugo Quinapallo Mantuano, Oscar Arcado Pachay Calderón, Freddy Eduardo Delgado López, Carlos Alberto Delgado López y Walter Panezo, todos de nacionalidad ecuatoriana (en adelante “presuntas víctimas”). La petición se presentó en contra del Estado de Guatemala (en adelante “Estado”, “Estado guatemalteco” o “Guatemala”), por la presunta violación al derecho a la vida del Sr. Friend y a la integridad personal Sr. Panezo, al fallecer el primero y quedar herido el segundo, a consecuencia de los disparos realizados por autoridades guatemaltecas con el fin de detener la embarcación en la que se encontraban las presuntas víctimas, así como por la falta de investigación de tales hechos. También alegan la violación del derecho a la defensa durante el proceso seguido en contra de Hugo Quinapallo Mantuano, Oscar Arcado Pachay Calderón, Freddy Eduardo Delgado López, Carlos Alberto Delgado López y Walter Panezo, como producto de su detención en territorio guatemalteco. 
2. Los peticionarios sostienen que el Estado de Guatemala es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 1.1 (obligación de respetar los derechos), 5 (integridad personal) y 8 (garantías judiciales) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención Americana” o “Convención”), respecto de Hugo Quinapallo Mantuano, Oscar Arcado Pachay Calderón, Freddy Eduardo Delgado López, Carlos Alberto Delgado López y Walter Panezo; del derecho consagrado en el artículo 4 (derecho a la vida) de la Convención Americana respecto de Spencer Friend Montehermoso.
3. Por su parte, el Estado señala que la petición debe ser declarada inadmisible porque los hechos no caracterizan violación a los derechos humanos, los peticionarios no agotaron los recursos internos y porque inobservaron el plazo de los seis meses para presentar la petición ante la CIDH.

4. Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención” o “Convención Americana”), la Comisión decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 5.1, 8.1 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado respecto de Walter Panezo y los familiares de Spencer Friend Montehermoso. Asimismo decide declarar admisible el artículo 4 de la Convención Americana en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado respecto de Spencer Friend Montehermoso. La CIDH decide declarar inadmisible la petición respecto de los señores, Hugo Quinapallo Mantuano, Oscar Arcado Pachay Calderón, Freddy Eduardo Delgado López y Carlos Alberto Delgado López conforme al artículo 46.1.b de la Convención. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 13 de marzo de 2007 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 375-07. El 9 de enero de 2008, la CIDH transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado de Guatemala, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30 del Reglamento de la CIDH vigente a la época. La respuesta del Estado fue recibida el 7 de marzo de 2008. Dicha comunicación fue debidamente trasladada a los peticionarios.
6. Además, la CIDH recibió información de los peticionarios el 31 de mayo de 2007, 1 de mayo de 2008, 23 de septiembre de 2008, 24 de noviembre de 2009, 26 de abril de 2010, 3 de mayo de 2011 y 3 de noviembre de 2012. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.

7. Asimismo, la CIDH recibió información del Estado el 12 de junio de 2008, 24 de junio de 2008, 21 de mayo de 2009, 2 de julio de 2009, 5 de febrero de 2010, 31 de octubre de 2011, 20 de enero de 2012 y 14 de marzo de 2012. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a los peticionarios.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A.
Los peticionarios
8. Los peticionarios sostienen que las presuntas víctimas, pescadores de nacionalidad ecuatoriana, salieron de Manta, Ecuador, el 16 de mayo de 2005 a navegar a bordo del barco “Angel Junior I” en aguas ecuatorianas y el 18 de mayo de 2005 navegaron con dirección a Galápagos. Después de auxiliar una embarcación en alta mar, habrían tenido un desperfecto en la transmisión y se habrían quedado 4 días a la deriva, sin saber donde se encontraban.

9. Sostienen que el 24 de mayo de 2005, siendo de noche divisaron que se acercaba una embarcación pequeña que no pudieron identificar. Alegan que no se identificó por alta voz o por radio, razón por la cual las presuntas víctimas no pararon. Luego de una hora habría aparecido el guardacostas guatemalteco “Osorio Saravia” al que reconocieron como una patrulla marítima. La patrulla habría realizado 10 disparos de advertencia con dos trazadoras visibles en la oscuridad. Posteriormente habrían efectuado disparos a los motores de la embarcación “Angel Junior I”. Las presuntas víctimas habrían tenido que hacer señas para que cese el fuego ya que dos de los tripulantes del barco “Angel Junior I” fueron heridos. El Sr. Friend recibió un tiro en la cabeza que lo dejo gravemente herido, mientras que el Sr. Panezo recibió un tiro en la pierna. 
10. Posteriormente, los tripulantes de “Ángel Junior I” habrían sido detenidos en altamar y mantenidos aislados, sin que se les permitiera ver a las presuntas víctimas heridas ni llamar a sus familiares. Sostienen que los llevaron a territorio guatemalteco esposados y que habrían sido tratados como delincuentes, ingresados en una cárcel en el Departamento de Escuintla e incomunicados.  Los dos tripulantes heridos habrían sido llevados al “Hospital San Juan de Dios” en ciudad de Guatemala. Spencer Friend Montehermoso falleció como consecuencia del disparo.
11. Según los peticionarios, las presuntas víctimas detenidas no habrían contado con abogado defensor hasta la segunda audiencia de primera declaración, violándose sus garantías judiciales. Informan que el Estado les designó un abogado defensor, debido a que no disponían de recursos económicos para contratar un abogado particular. Indican que el abogado de oficio no habría realizado una defensa adecuada omitiendo reclamar las presuntas violaciones cometidas durante la detención.

12. Informan que los tripulantes detenidos decidieron acogerse al derecho al silencio en el proceso instaurado en su contra, con la finalidad de obtener una resolución absolutoria a la brevedad. Por ello, no habrían denunciado durante el proceso las violaciones alegadas. Después de haber circulado en total por cinco cárceles distintas, sostienen que los tripulantes fueron deportados  a Ecuador el 8 de junio de 2005, luego de que el juez de primera instancia penal del Departamento de Escuintla decretara su libertad por falta de mérito. Tras concluir el proceso penal, los tripulantes detenidos habrían sido deportados de Guatemala, lo cual les habría impedido recurrir a la jurisdicción guatemalteca para denunciar las alegadas violaciones a sus derechos humanos Los familiares de las presuntas víctimas pagaron los gastos de traslado a Ecuador. 
13. Sostienen que el Estado de Guatemala tenía la obligación de investigar los hechos sucedidos, aún cuando las presuntas víctimas o sus familiares no los hubieran denunciado. Indican que no se inició una investigación para esclarecer la muerte de Spencer Friend. Posteriormente supieron que el cadáver del Sr. Friend, no había sido reclamado por persona o autoridad nacional o extranjera, siendo enterrado con el signo de XX en una fosa común en el cementerio público “La Verbena”. Posteriormente, un juez ordenó la exhumación del cadáver y su repatriación fue cubierta por el gobierno ecuatoriano. El 9 de junio de 2005, la madre del Sr. Friend se enteró que su hijo había muerto por medio de la prensa. 

14. Respecto del agotamiento de los recursos internos, alegan que se aplica una  excepción por la falta de medios económicos para cubrir la asistencia legal requerida. Informan que la Sra. Valentina Friend vive en Manta, Ecuador, por lo que a los costos del proceso debía incluirse el viaje a Guatemala con el fin de contratar los servicios de un abogado, el pago de servicios de representación y vivir allá por el tiempo que fuera necesario para hacer los trámites requeridos, en un estimado tendría que gastar para trasladarse y permanecer en Guatemala por un mes alrededor de US$3,400 dólares americanos. Agregan que Valentina Friend gana US$ 206.61 dólares americanos al mes, por lo que no le es posible conseguir la cantidad antes señalada. Por otro lado, también sostienen que el Estado estaba en la obligación de iniciar una investigación penal por la muerte de Spencer Friend, cosa que afirman no hizo. 

B. 
El Estado 

15. El Estado sostiene que la petición debe ser declarada inadmisible porque los hechos no caracterizan violación a los derechos humanos, los peticionarios no agotaron los recursos internos y porque inobservaron el plazo de los seis meses para presentar la petición ante la CIDH.

16. Según el Estado, el 24 de mayo de 2005, un guardacostas guatemalteco que se encontraba en patrullaje marítimo de rutina, interceptó en aguas jurisdiccionales guatemaltecas la embarcación pesquera “Angel Junior I”, por lo que conforme a la Convención de Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, procedió a su inspección. Para ello, se hicieron señales para que se detuviera pero la embarcación pesquera al notar la presencia del guardacostas encendió máquinas y se dio a la fuga por lo que procedieron a darle persecución.  Se les dio alcance y al tener la situación bajo control, procedieron a remolcar la referida embarcación. En un lugar oculto en el cuarto de máquinas de la embarcación pesquera localizaron a las presuntas víctimas, quienes manifestaron que momentos antes habían desembarcado aproximadamente a 100 migrantes indocumentados en alguna playa del pacífico ignorando su paradero, por lo cual se dedujo que las presuntas víctimas se dedicaban al tráfico ilícito de migrantes. Informa que se les hizo saber sus derechos. 
17. El Estado indica que la embarcación no tenía documentos de navegación, no había pagado los derechos de circulación de naves marítimas y no estaba identificada ni inscrita de conformidad con lo que establecen las leyes guatemaltecas. Sostiene que los tripulantes sabían que un guardacostas guatemalteco los estaba persiguiendo y aún así se fueron a la fuga. Como prueba de ello, cita un recorte de prensa adjuntado por los peticionarios en el que en declaraciones a la prensa ecuatoriana los tripulantes manifestaron que al ver una patrulla guatemalteca procedieron a salir a gran velocidad.

18. El Estado señala en un inicio que al momento de ser detenidos, a los tripulantes del “Angel Junior I” se les habría designado un abogado defensor. Posteriormente indica que el abogado que patrocinó a los peticionarios no era funcionario público del Estado, sino un abogado que se dedica a ejercicio liberal de la profesión.
19. Argumenta que desde el momento de su detención, se les hizo saber a los tripulantes el motivo de la misma, lo relativo a la defensa y demás derechos constitucionales para proceder a tomarles su primera declaración dentro del plazo legal. En audiencia en el Juzgado de Paz del Municipio del Puerto de San José, Escuintla, el 25 de mayo de 2005, los sindicados, en presencia de su abogado defensor y el representante del Ministerio Público, se abstuvieron de declarar ante el Juez de Paz del Municipio de San José, Escuintla, con lo cual la diligencia de primera declaración se trasladó para el 31 de mayo de 2005.
20. En cuanto al alegato de los peticionarios de que estuvieron incomunicados, indica que ellos mismos afirman que solicitaron la asistencia del cónsul ecuatoriano en Guatemala y el cónsul al presentarse les comunicó que él no podía ayudar ya que el caso no tenía que ver con él. Con ello se demuestra, según el Estado, que las presuntas víctimas no estuvieron incomunicadas.

21. El Estado menciona una serie de diligencias realizadas dentro del proceso penal como por ejemplo el acta de inspección ocular de la embarcación y diversos oficios dirigidos a distintas autoridades. El 31 de mayo de 2005, el Juez Contralor de Garantías (Juez de Primera Instancia Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente) decretó la falta de mérito a favor de los sindicados por el delito de tránsito ilegal de personas, por lo que se decretó la clausura provisional del caso y se ordenó la expulsión de los mismos del territorio guatemalteco a su país de origen. El 7 de junio de 2005 se resolvió la solicitud del Ministerio Público y del abogado defensor decretando la libertad por falta de mérito del Sr. Panezo, así como su expulsión del territorio guatemalteco. Indica que la defensa no impugnó la decisión del juez porque fue favorable a sus patrocinados.  
22. Asimismo, sostiene que la expulsión inmediata de los peticionarios fue legal, debido a que el Estado, ejerciendo su soberanía puede expulsar de su territorio a todas aquellas personas que han violado su ordenamiento interno, en el presente caso la Ley de Migración y su Reglamento por tratar de entrar al territorio nacional de forma irregular. En cuanto a la embarcación, sostiene que el 25 de mayo de 2005, el Comando Naval del Pacífico puso a disposición del juez competente la embarcación de nombre Angel Junior I. Se declaró el comiso a favor del Almacén del Organismo Judicial y se encuentra en investigación.
23. En cuanto a Spencer Friend Montehermoso, indica que el 15 de junio de 2005, se recibió un oficio de fecha 8 de junio de 2005 de la Policía Nacional Civil, del municipio del Puerto de San José, Departamento de Escuintla, en el cual se informó del fallecimiento de una persona no identificada que se encontraba internada en el hospital de San Juan de Dios. El 22 de junio de 2005, el Ministerio Público, a través de su Auxiliar Fiscal, solicitó autorización para la práctica de  exhumación del cadáver enterrado como XX, autorizándose y librándose el despacho correspondiente.
24. Informa el Estado que la investigación en relación con la muerte de Spencer Friend Montehermoso y las lesiones que sufrió el Sr. Walter Panezo, se tramitan ante el Ministerio Público en el expediente MP059/2005/4370. Al respecto agrega que al momento no existe persona sindicada por la muerte del Sr. Monterhermoso ni por las lesiones sufridas por el Sr. Panezo. 
25. El Estado sostiene que la petición debe ser declarada inadmisible. En primer lugar, los agentes estatales actuaron conforme a derecho y en consecuencia los hechos no caracterizan violación a los derechos humanos. En segundo lugar, señala que los peticionarios argumentan no haber agotado los recursos internos en Guatemala por la falta de recursos económicos de la Sra. Valentina Friend Montehermoso. Indica que en el presente caso no es aplicable de excepción a la falta de agotamiento de los recursos internos por razones de tipo económico porque los peticionarios tuvieron acceso a un abogado particular que los representó en Guatemala y posteriormente tuvieron otro abogado en Ecuador que los hubiera podido representar. Asimismo sostiene que los peticionarios ni siquiera habrían intentado denunciar los hechos que menciona en la petición mediante recursos ordinarios y extraordinarios dentro del país. En tercer lugar el Estado indica que los hechos ocurrieron en el 2005 y la petición fue presentada en el 2007, con lo cual no cumple con el plazo de los 6 meses. 
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personæ, ratione loci, ratione temporis y ratione materiæ

26. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quienes el Estado de Guatemala se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Guatemala es un Estado parte en la Convención Americana desde el 25 de mayo de 1978, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Guatemala, Estado Parte en dicho tratado.  
27. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 

B. Otros requisitos para la admisibilidad de la petición
1. Agotamiento de los recursos internos

28. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tener la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. El artículo 46.2 de la Convención por su parte establece tres supuestos en los que no se aplica la regla del agotamiento de los recursos internos: a) que no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; b) que no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; y c) que haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.  Estos supuestos no se refieren sólo a la existencia formal de tales recursos, sino también que estos sean adecuados y efectivos.

29. Los peticionarios alegan que en el presente caso se aplicaría la excepción al agotamiento de los recursos internos, por la falta de medios económicos para cubrir la asistencia legal requerida.  Asimismo, sostienen que el Estado no habría iniciado de oficio una investigación penal por la muerte de Spencer Friend. El Estado, por su parte indica que no sería aplicable la excepción a la falta de agotamiento de los recursos internos por razones económicos porque los tripulantes detenidos tuvieron acceso a un abogado particular que los representó en Guatemala y posteriormente tuvieron otro abogado en Ecuador que los hubiera podido representar. Asimismo, sostiene que los peticionarios no habrían intentado denunciar los hechos que mencionan en la petición, mediante recursos ordinarios y extraordinarios.

30. En relación con las lesiones al Sr. Panezo y la muerte del Sr. Friend, el Estado informa que a nivel interno se inició una investigación en el año 2005, que se tramita ante el Ministerio Público (Expediente MP059/2005/4370). Al respecto, la CIDH observa que han pasado más de ocho años desde que los hechos denunciados ocurrieron, sin que a la fecha de elaboración del presente informe el Estado haya proporcionado información concreta sobre las medidas dispuestas para avanzar con la investigación y otras medidas correspondientes.
31. Sobre esto, la CIDH ha establecido que toda vez que se cometa un supuesto delito en el que participen autoridades estatales, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal y, en esos casos, ésta constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, adjudicar cualquier responsabilidad posible, y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario
.  Es a través de estos procedimientos criminales que se agotan en forma adecuada y efectiva los recursos de jurisdicción interna. 
32. En consecuencia, respecto de las lesiones al Sr. Panezo y la muerte del Sr. Friend aplica al presente asunto la excepción al agotamiento de los recursos internos de la jurisdicción interna prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana.
33. En cuanto al agotamiento de los recursos internos respecto de Hugo Quinapallo Mantuano, Oscar Arcado Pachay Calderón, Freddy Eduardo Delgado López, Carlos Alberto Delgado López y Walter Panezo por la presunta violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, las presuntas víctimas alegan la falta de una defensa adecuada pero no precisan de manera más concreta otras insuficiencias que presuntamente ocurrieron en el proceso penal iniciado en su contra. El Estado no ha hecho referencia a otros recursos internos disponibles. Los peticionarios alegan la excepción al agotamiento de los recursos internos por razones económicas y hacen referencia a la situación económica particular de la Sra. Valentina Friend, madre del Sr. Friend, para respaldar la excepción planteada. Sobre el particular, la CIDH considera que la situación económica de la Sra. Valentina Friend no guarda relación con la situación económica específica de los señores Hugo Quinapallo Mantuano, Oscar Arcado Pachay Calderón, Freddy Eduardo Delgado López, Carlos Alberto Delgado López y Walter Panezo.
34. Ahora bien, la CIDH observa que estas cinco presuntas víctimas fueron detenidas el 24 de mayo de 2005, y el 8 de junio de 2005 el juez de primera instancia penal decretó su libertad por falta de mérito. Es decir que el proceso penal culminó con una sentencia a su favor, con lo cual, no existirían otros requisitos que interponer por parte de las presuntas víctimas a efectos del agotamiento. Por lo tanto, y en la ausencia de otra información o alegatos, la CIDH concluye que los recursos internos respecto de Hugo Quinapallo Mantuano, Oscar Arcado Pachay Calderón, Freddy Eduardo Delgado López, Carlos Alberto Delgado López y Walter Panezo.se encuentran agotados.
35. Sólo resta señalar que la invocación de las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos allí consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia. Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo, vis á vis las normas sustantivas de la Convención. Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en dicha norma resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención. Cabe aclarar que las causas y los efectos que han impedido el agotamiento de los recursos internos en el presente caso serán analizados, en lo pertinente, en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si efectivamente configuran violaciones a la Convención.

2.
Plazo para presentar la petición

36. El artículo 46.b de la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  La norma de los seis meses garantiza certidumbre y estabilidad jurídica una vez que una decisión ha sido adoptada.
37. En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46.2.c de la Convención Interamericana respecto de Spencer Friend Montehermoso y de Walter Panezo.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

38. En el presente caso, la petición fue recibida el 13 de marzo de 2007, mientras el proceso penal para investigar los hechos que presuntamente produjeron la herida al Sr. Panezo y la muerte del Sr. Friend, seguía en curso. Por lo tanto, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable respecto de estas dos personas y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.
39. En cuanto al plazo de presentación respecto de Hugo Quinapallo Mantuano, Oscar Arcado Pachay Calderón, Freddy Eduardo Delgado López, Carlos Alberto Delgado López y Walter Panezo., la CIDH observa que la petición se presentó el 13 de marzo de 2007, casi dos años después de la sentencia  definitiva de fecha 31 de mayo de 2005 mediante la cual se habría decretado su libertad por falta de mérito. Con lo cual, no se cumplió con el plazo estipulado de seis meses.

3. 
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacionales
40. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.
4. 
Caracterización de los hechos alegados
41. La Comisión considera que no corresponde en esta etapa del procedimiento decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones en perjuicio de las presuntas víctimas.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver en este momento únicamente si se exponen hechos que, de ser probados, caracterizarían violaciones a la Convención Americana, como lo estipula el artículo 47.b de la misma, y si la petición es "manifiestamente infundada" o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo.
42. El criterio para la apreciación de estos extremos es diferente al requerido para pronunciarse sobre los méritos de una denuncia. La CIDH debe realizar una evaluación prima facie y determinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención Americana, mas no establecer la existencia de dicha violación
.  En la presente etapa corresponde efectuar un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo. El propio Reglamento de la Comisión Interamericana, al establecer una fase de admisibilidad y otra de fondo, refleja esta distinción entre la evaluación que debe realizar la Comisión Interamericana a fin de declarar una petición admisible y la requerida para establecer si se ha cometido una violación imputable al Estado
.

43. Asimismo, ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
44. En este sentido, la CIDH considera que los hechos alegados caracterizarían una posible violación de los derechos consagrados en los artículos 5.1, 8.1 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado respecto de Walter Panezo y los familiares de Spencer Friend Montehermoso. Asimismo decide declarar admisible el artículo 4 de la Convención Americana en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado respecto de Spencer Friend Montehermoso.
V. CONCLUSIONES

45. La Comisión Interamericana concluye que tiene competencia para conocer el fondo de este caso y que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y decide continuar con el análisis de fondo relativo a la supuesta violación de los derechos consagrados en los artículos 5.1, 8.1 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado respecto de Walter Panezo y los familiares de Spencer Friend Montehermoso. Asimismo decide declarar admisible el artículo 4 de la Convención Americana en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado respecto de Spencer Friend Montehermoso.
46. La CIDH decide declarar inadmisible la petición respecto de los señores, Hugo Quinapallo Mantuano, Oscar Arcado Pachay Calderón, Freddy Eduardo Delgado López y Carlos Alberto Delgado López por haber sido presentado en forma extemporánea.
47. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:

1.
Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 5.1, 8.1 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado respecto de Walter Panezo y los familiares de Spencer Friend Montehermoso. Asimismo decide declarar admisible el artículo 4 de la Convención Americana en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado respecto de Spencer Friend Montehermoso.
2. Declarar inadmisible la petición respecto de los señores, Hugo Quinapallo Mantuano, Oscar Arcado Pachay Calderón, Freddy Eduardo Delgado López y Carlos Alberto Delgado López, conforme al artículo 46.1.b de la Convención.
3. Notificar esta decisión a las partes. 

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): Tracy Robinson, Primer Vicepresidenta; Rosa María Oritiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Véase, Informe N° 52/97, Caso 11.218, Argues Sequeira Mangas, Nicaragua, párrafos 96 y 97; Informe No. 57/00, Caso 12.050, La Granja - Ituango, Colombia, 2 de octubre de 2000, párrafo 40; Informe No. 88/09, Petición 405-99, Patricio Fernando Roche Azaña y Otros (Admisibilidad) Nicaragua, 7 de agosto de 2009.





� Ver CIDH, Informe No. 128/01, Caso 12.367, Mauricio Herrera Ulloa y Fernán Vargas Rohrmoser del Diario “La Nación” (Costa Rica), 3 de diciembre de 2001, párr. 50; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, pár. 43; Informe No. 32/07, Petición  429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54.


� Ver CIDH, Informe No. 31/03, Caso 12.195, Mario Alberto Jara Oñate y otros (Chile), 7 de marzo de 2003, párr. 41; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, párr. 43; Petición 429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54; Petición 581-05, Víctor Manuel Ancalaf LLaupe (Chile), 2 de mayo de 2007, párr 46.
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